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I. INTRODUCCIÓN 

La Organización de las Naciones Unidas ha concluido que el desarrollo está inscrito en la cultura y no la cultura en el desarrollo; añadiendo que el próximo paso para lograrlo consiste en incorporar perspectivas culturales a las estrategias más amplias de sostenibilidad.

Consideramos que para alcanzar el desarrollo integral de México, es fundamental entender que la cultura es un recurso para el desarrollo y avanzar en la construcción de una política cultural de amplio contenido social.

Se deben reconocer expresamente los derechos culturales en nuestro texto constitucional, que los tres ámbitos de gobierno alcancemos un mayor equilibrio en la distribución de las facultades que nos corresponde ejercer y que contemos con los recursos que nos permitan dar respuesta a las demandas de los individuos y de sus comunidades.

Una política cultural de estas características es  medio idóneo, por pertinente, para  que en México   prevalezcan condiciones para el diálogo y el acuerdo, la paz social, la certidumbre democrática y se alcance el crecimiento económico con equidad; un país que construya su estabilidad a partir de la tolerancia, la corresponsabilidad solidaria y el encuentro con el otro.
La visión de que la cultura es un recurso para el desarrollo social, demanda de los gobiernos productos sociales distintos a los antes ofertados.

Hemos invertido mayores recursos para el desarrollo de proyectos  más allá de  las bellas artes: en recuperación de memoria histórica, preservación del patrimonio cultural, infraestructura, fomento a la lectura, culturas populares, entre otras herramientas que deben estar  articuladas con las ofrecidas por  la Federación y los Municipios.

Para generar los cambios que espera el país, hemos escuchado las opiniones de creadores, intérpretes, ejecutantes, promotores e investigadores culturales.

También reconocemos y valoramos la experiencia de las instituciones culturales INBA, INAH Y CONACULTA a lo largo de nuestra historia.

Con estas instituciones,  claves de la cultura nacional, se han establecido mecanismos de diálogo y acuerdo desde el año 2000, a través ocho Reuniones Nacionales de Cultura, que han estimulado nuevos cauces para el diálogo y la colaboración interinstitucional.

No obstante el gran esfuerzo realizado, aún está pendiente el análisis y la resolución de algunos de los temas que forman parte de la transición política en materia de desarrollo cultural y que resultan esenciales para la consolidación de nuevos esquemas que permitan generar un marco legal y administrativo acrode a la nueva realidad cultural.

II.  ANTECEDENTES

Aunque constitucionalmente nos reconocemos como una Nación pluricultural, en nuestra carta magna no están expresamente constituidos los derechos culturales y tampoco existe una legislación reglamentaria que garantice a la población el ejercicio pleno de esos derechos humanos sustantivos y le proporcione los medios para su ejercicio y defensa.

Por otra parte, las asignaciones presupuestales destinadas a la cultura han seguido una inercia histórica sobre la que, lentamente y desde hace poco tiempo, han podido ir avanzando las nuevas demandas para la atención del desarrollo cultural; no solo en cuanto a su monto, sino en lo relativo a su ejercicio descentralizado y los procedimientos establecidos para su administración.

Resulta paradójico que no hayamos reconocido los derechos culturales, ya que nuestro país se destaca como una de las cinco regiones culturales más importantes del mundo, que contamos con el mayor número de sitios patrimonio cultural de la humanidad de Latinoamérica y somos el octavo lugar a nivel mundial, que con 62 lenguas vivas ocupamos uno de los primeros lugares en los países con mayor diversidad, que nuestra gastronomía está en trámite de ser nombrada patrimonio de la humanidad, que existen 173 zonas arqueológicas y 79 monumentos históricos abiertos al público que son una mínima proporción de los 33 mil sitios arqueológicos identificados y los más de 110 mil inmuebles que integran el universo de monumentos con que cuenta nuestro país. 

México tiene 540 centros culturales, 1059 museos, 568 galerías, 546 teatros, 767 auditorios, mil 68 casas de cultura, 437 festivales, 28 ferias de libro y 6 mil 412 bibliotecas; de los cuales, el 91.3% está en el interior de la República.
México es el país de Diego Rivera, Octavio Paz, Luis Barragán, de Pablo Moncayo y de Ceferino Nandayapa; es el semillero de miles de nuevos creadores, intérpretes, ejecutantes, investigadores y promotores que están revitalizando continuamente nuestra identidad desde cada estado de la república.

Por  ello, resulta difícil comprender que actualmente destinemos únicamente alrededor del .07% del PIB y el .31% del presupuesto federal al desarrollo cultural, y que los estados, no obstante los esfuerzos realizados, destinemos apenas alrededor del .5% de nuestro presupuesto a ese rubro.

Más sorpresivo resulta si consideramos que se ha calculado que el rubro cultural aporta más del 6% del PIB nacional, sin considerar el turismo y los recursos económicos adicionales  generados en rubros como  la compra de artesanías, asistencia a espectáculos o museos y venta de obras artísticas,  entre otras actividades culturales.

III.  SITUACIÓN ACTUAL

a) Marco legal

Por disposición Constitucional, las facultades del Ejecutivo Federal en materia de cultura, se desarrollan primordialmente en al ámbito educativo. El Poder Legislativo Federal, si bien cuenta con facultades expresas para legislar en la creación de Institutos concernientes a la cultura y sobre monumentos arqueológicos, artísticos e históricos de interés nacional; no cuenta con una facultad expresa para legislar en materia de fomento al desarrollo cultural y para sentar las bases de una política cultural integral que considere la participación no sólo de la instituciones, sino sobre todo de los ciudadanos.

Están vigentes más de 250 tratados internacionales, leyes, decretos y acuerdos federales que implican materias culturales; desarrollados bajo circunstancias sociales diversas y con grados diferenciales de técnica jurídica, por lo que presentan contradicciones, divergencias y una evidente desarticulación.

Existen más de 20 iniciativas de ley ante el Congreso de la Unión, numerosas a nivel estatal,   y han sido identificados cuando menos cuatro proyectos de ley de cultura que están siendo promovidos desde las instancias culturales.

Resulta evidente que el ejercicio de los derechos culturales, implica derechos y obligaciones de los individuos y las comunidades; así como del Estado y sus instituciones, de donde se hace necesario que los tres ámbitos de gobierno, provean de aquella legislación que los defina y articule.

Es fundamental partir de una reforma Constitucional que haga expresos los derechos culturales como un recurso para el desarrollo social integral y permita iniciar su reglamentación legal. Esa reforma es considerada inaplazable para efectos de incorporación de las nuevas demandas en materia de desarrollo cultural y la sistematización del marco legal que lo fomente.

b) Presupuesto

En los últimos cinco años, el presupuesto federal destinado a la cultura ha promediado un .070% del PIB y un .34% respecto del monto total del Presupuesto de Egresos Federal (PEF).

El monto destinado en el 2003 por el Gobierno Federal, dentro del Ramo 11, de la SEP, al rubro  Programa Nacional de Cultura, fue por la cantidad de 5 mil 799 millones de pesos.

En el 2004, para ese mismo rubro, se estableció un importe de 5  mil 55 millones de pesos.

Es decir que, de un año a otro, se registró una reducción global del 13% en el monto presupuestal otorgado al sector.

De esa cantidad,  un promedio del 85% corresponde a la suma de recursos que son otorgados al CONACULTA, INAH e INBA en su conjunto; el restante 15% se otorga a otras instituciones educativas y culturales.

No obstante el esfuerzo realizado, subyace la necesidad de reconocer en los presupuestos el papel que tiene la cultura para la generación de condiciones indispensables para la gobernabilidad democrática y, al mismo tiempo, la necesidad de invertir en la conservación y la producción de bienes y servicios que representan, al menos, el 6% del PIB y que son componente indisoluble de numerosas ramas de la actividad económica.

IV. CONCLUSIONES

Ante un escenario nacional de transición democrática,  en un momento en el que estamos sujetos a fuertes presiones para incorporarnos a la globalización, resulta indispensable confirmar el compromiso de la Conferencia Nacional de Gobernadores por seguir ofreciendo más y mejores instrumentos que fortalezcan la capacidad de autodeterminación de los mexicanos y que nos permitan avanzar hacia un desarrollo incluyente, equilibrado y sustentable.

Consideramos especialmente importante promover desde la CONAGO una estrategia para impulsar el desarrollo cultural como  elemento sustancial de la Reforma del Estado y como  mecanismo para el logro de un auténtico Federalismo.

Resulta necesario que la CONAGO realice un diagnóstico nacional de cultura que aporte mayores elementos para la creación de una Ley General de Desarrollo Cultural y, a la vez, dé sentido a la asignación de mayores presupuestos Federales, Estatales y Municipales, conforme a las recomendaciones de la UNESCO.

Se propone al pleno lo siguiente:

Establecer una Comisión de Cultura que analice, diagnostique y proponga mecanismos de articulación entre los tres ámbitos de gobierno, para el mejor ejercicio de las responsabilidades gubernamentales en materia de desarrollo cultural y para aportar nuevos elementos para la consolidación de una política cultural integral.

Esta comisión tendrá por objetivos:

· Promover la inclusión de los derechos culturales dentro del texto constitucional, conforme a los estudios y propuestas internacionales en la materia, así como incentivar la generación de la legislación reglamentaria de dicho precepto constitucional, que organice y sistematice el marco legal del sector.

· Integrar una estrategia conjunta de los tres ámbitos de gobierno para lograr que las asignaciones presupuestales destinadas a cultura alcancen un monto no menor al 1% del Presupuesto de Egresos de cada año, conforme a las recomendaciones internacionales en la materia.

· Gestionar ante el Honorable Congreso de la Unión que en el presupuesto de egresos del 2005, en el Ramo 11, de la SEP, rubro Programa Nacional de Cultura, se considere un monto equivalente al .5%  del PEF y que se conserve la misma proporción de recursos que en su conjunto es otorgada al CONACULTA, INAH e INBA.

· Analizar la adición de un monto equivalente al .5%, calculado respecto de la suma de las aportaciones que corresponden a programas educativos, dentro de los Ramos 25 y 33; recursos que serían transferidos directamente a las instituciones estatales de cultura.

· Recopilar los elementos de información necesarios a efecto de proponer una nueva forma y sentido del gasto, para que se oriente a fortalecer procesos de desarrollo regional y estatal.

Identidad, cultura y desarrollo son elementos indivisibles para entender a México desde una perspectiva democrática e incluyente.

De esa manera  podrá hacerse valer nuestra soberanía estatal y nacional y  estaremos en la posibilidad de construir juntos  un desarrollo integral para las futuras generaciones.






